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Investigadora: Primera pregunta, ¿qué nos quieres contar sobre la precariedad laboral en el 016? 

Trabajadora del 016: La primera cuestión de la que te quiero hablar es de la gestión privada de un 

servicio público. Se precariza aún más la situación, ya no sólo de las trabajadoras, sino del servicio 

mismo. No se tiene en cuenta cómo se presta el servicio, cómo están las trabajadoras. Lo único que 

cuenta es cumplir unos resultados determinados exigidos por la administración, con unos números. 

Da igual cómo se esté sacando el servicio adelante.  
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A DEBATE: LA CALIDAD DEL EMPLEO EN LOS SERVICIOS PÚBLICOS DE VdG 
Este informe que UGT hace público durante la Campaña de 25 de noviembre de 2018, recoge una investigación 

exploratoria sobre la precariedad laboral en los servicios públicos de violencia de género. En la primera fase 

de este necesario proyecto, hemos centrado nuestra atención en la problemática laboral derivada de la exter-

nalización, la contratación externa de servicios públicos con empresas privadas, de estos servicios públicos.   

La hipótesis de la que partimos es que la calidad del empleo es un factor determinante de la calidad del servicio 

público. Nos importan tanto las trabajadoras de estos servicios – mayoritariamente mujeres - como las ciuda-

danas usuarias de los mismos, las mujeres que sufren violencia de género y acuden a los servicios públicos en 

busca de recursos para salir de la situación de violencia. 

No está de más poner de relieve el impacto de género de esta labor de denuncia que emprendemos con este 

informe, ya que el empleo en los servicios públicos externalizados de violencia de género es principalmente 

femenino y que sus usuarias son mujeres. Así que esta acción sindical de defensa de la calidad del empleo y 

de la calidad de los servicios públicos de violencia de género busca un doble beneficio para las mujeres, en 

tanto trabajadoras y en tanto usuarias de los mismos. 

Las Federaciones de Servicios Públicos y de Servicios Privados de UGT emprendemos esta tarea conjunta-

mente para atender a los retos que la externalización de los servicios públicos plantea a la acción sindical. Si 

ya dentro de las administraciones públicas existen regímenes discordantes en cuanto a la calidad del empleo 

como es el laboral y el funcionariado, un reto añadido para tener una imagen de conjunto de la calidad del 

empleo en los servicios públicos implica mirar y comparar las condiciones de trabajo ofertadas por los demás 

agentes que gestionan servicios públicos a través de mecanismos de externalización. 

Este no es un informe estadístico. La violencia de género no se puede reducir a números, de modo que su 

metodología es netamente cualitativa. Este año presentamos dos estudios de caso intensivos de dos servicios 

estatales emblemáticos contra la VdG que prestan empresas mercantiles y que ilustran, en toda su compleji-

dad, los efectos de estas externalizaciones en la calidad del empleo: el Centro de Control de Medidas Telemá-

ticas, denominado habitualmente “Centro COMETA” y el Servicio 016 de Información y Asesoramiento Jurídico 

en Violencia de Género. 

No queremos cerrar esta presentación sin señalar que esta es sólo la punta del iceberg. Nuestra labor no se 

detiene aquí, queda pendiente desplegar esta investigación a nivel autonómico y municipal, donde la exter-

nalización de los servicios sociales de violencia de género está haciendo mella en la calidad del empleo y en la 

calidad de los servicios. Así lo viene denunciando la Plataforma de Trabajadoras en Defensa de los Recursos 

de la Red de Violencia. Este será nuestro empeño para 2019, en el que esperamos sumar fuerzas con otros 

actores sociales y con las administraciones públicas mismas.  

  



 
 
“Esto no es un negocio”. La precariedad laboral en los servicios externalizados de atención a la violencia de género 

6 

 BREVE MAPA CONCEPTUAL:  

PRECARIEDAD Y EXTERNALIZACIÓN DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 
Según la Organización Internacional del Trabajo1 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible de las Naciones Uni-

das2, el empleo decente – aquí preferimos llamarlo empleo de calidad - es aquel que genera un ingreso justo, 

ofrece seguridad al trabajador o trabajadora, asegura la protección social, se enmarca en el diálogo social y no 

es discriminatorio, garantizando la igualdad entre mujeres y hombres. Su antítesis sería el empleo precario o 

la precariedad laboral3. 

El término precariedad4 y sus derivados - como trabajo precario, precariado o cultura de la precariedad - se 

han generalizado a partir de los años 2000, tanto en el lenguaje coloquial como en el político y académico. El 

concepto de trabajo precario5 surge para denunciar la degradación de las formas y condiciones de empleo de 

las últimas décadas. Esta degradación del empleo está generando una auténtica crisis de sostenibilidad de la 

vida de escala global, que trasciende las fronteras convencionales del ámbito laboral y genera existencias pre-

carias6. Por añadidura, se ha producido una suerte de clase social – el precariado – compuesta de trabajadoras 

y trabajadores pobres7 con dificultades para satisfacer sus necesidades existenciales y hacer frente a las exi-

gencias de la reproducción social, así como de articularse entre sí a través de identidades colectivas ligadas al 

trabajo.  

El trabajo precario se caracteriza por la inestabilidad, inseguridad, dependencia, discriminación y vulnerabili-

dad de las y los trabajadores. Sin embargo el concepto de precariedad, en un sentido más amplio, nos invita a 

pensar en la relación del trabajo con las condiciones de vida y bienestar, a tomar en cuenta los efectos de la 

precariedad y sus repercusiones en todos los aspectos de la vida de las personas consideradas trabajadoras y 

de las no consideradas trabajadoras8.  

Los efectos de la precariedad son múltiples y tienen una dimensión objetiva y otra subjetiva, donde el senti-

miento de precariedad es también importante9. Desde un punto de vista material, la precariedad mella las 

condiciones de vida y reduce los derechos sociales presentes y futuros. En su dimensión subjetiva e intersub-

jetiva, afecta a la autoestima, a la calidad de las relaciones interpersonales y de la inserción social, a la identi-

dad, a la capacidad de planificar y de proyectarse, entre otros efectos. En términos políticos, la precariedad 

refuerza la relación de poder capital-trabajo y cortocircuita la acción colectiva porque el precariado ya no tiene 

derechos sindicales o encuentra trabas en su ejercicio. 

La precariedad se construye sobre la desigualdad y a su vez afecta de manera diferenciada a mujeres y hom-

bres, teniendo un impacto desproporcionado en la vida de las mujeres. La asignación del trabajo reproductivo 

no remunerado a las mujeres va de la mano de la precariedad de las mujeres en el mercado laboral, a quienes 

se asigna trabajos mal remunerados considerados una continuación de sus roles tradicionales de cuidado 

(como los servicios sociales10) y que encuentran dificultades de acceso a sectores productivos tradicional-

mente masculinos, así como a cargos directivos. 

Pasemos al segundo concepto clave de este informe: la externalización. Los servicios públicos pueden ser 

prestados de forma directa por la administración pública titular de los mismos o de forma indirecta, a través 

de empresas privadas, asociaciones, cooperativas, fundaciones y otras administraciones públicas. Dentro de 

la prestación indirecta de los servicios públicos tenemos fórmulas contractuales y fórmulas no contractuales 

como son las subvenciones o los convenios. En este primer informe exploratorio, nos centraremos únicamente 

en la modalidad de prestación de los servicios públicos de violencia de género a través de la contratación 

externa o externalización. Su segunda fase abarcará toda la casuística de gestión indirecta de estos servicios 
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públicos que se da en el estado español, incluidas la administración central del estado, las comunidades y 

ciudades autónomas y los municipios. 

La externalización se puede definir como “la provisión de servicios públicos (es decir, servicios financiados y 

supervisados por la administración pública) por parte de otros agentes. El proceso de adjudicación de la pro-

visión del servicio debe realizarse mediante mecanismos de oferta o concurso público y la relación cliente-

proveedor se regula a través de un contrato específico.”11.  No es lo mismo la externalización de un servicio 

público que su privatización. En el primer caso, la titularidad es pública, siendo responsabilidad de la adminis-

tración titular la planificación, control y evaluación del servicio contratado. En las privatizaciones, el estado se 

deshace de los servicios públicos, que pasan a ser servicios privados.  

La externalización recibe habitualmente una doble justificación: 

 En el logro de una mayor eficacia, justificada en la mayor especialización de agentes externos a la 

administración, donde el papel de la tecnología suele ser clave, y que redundaría en una mayor la 

calidad del servicio.  

 En el logro de una mayor eficiencia (y productividad) en la prestación de los servicios públicos, coad-

yuvante en la reducción del gasto público. Al proveer los servicios públicos por concurrencia compe-

titiva en el mercado, se lograría el “óptimo paretiano”, es decir, el precio más bajo posible y a su vez 

inferior al que costaría la prestación directa por las administraciones públicas. 

Sus detractores12 alertan sobre el círculo vicioso de la externalización, que como una profecía autocumplida 

se justifica en la falta de capacidades del estado para prestar los servicios públicos externalizados y al mismo 

tiempo impide el desarrollo de esas capacidades porque las contrata fuera. Se critica también la captura del 

estado, las políticas públicas y los recursos públicos por parte de intereses privados que encuentran en la 

externalización de los servicios públicos una oportunidad de negocio. Otro bloque de críticas destaca la falta 

de evidencias en torno a la mayor eficacia y eficiencia del servicio externalizado, justificaciones habituales para 

la externalización. Los críticos de la externalización apuntan también los diferentes fines de la gestión pública 

y la privada así como los valores divergentes de la empresa privada y de la gestión pública en democracia. Por 

último, y más específico para este informe, se critica que la externalización crea un mercado de trabajo dual 

dentro de los servicios públicos, con el personal de los servicios gestionados directamente por el estado con-

tratado por las administraciones públicas, con mayores posibilidades de estabilidad y más derechos que las y 

los trabajadores contratados por las empresas privadas que gestionan lo servicios públicos externalizados. 

CONTEXTO:  

EMERGENCIA Y CONSOLIDACIÓN DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS DE VdG 
La lucha contra las violencias machistas ha sido uno de los principales caballos de batalla del feminismo en 

todo el mundo. A nivel internacional, tras años de lucha los movimientos feministas lograron que la violencia 

de género fuese reconocida por las Naciones Unidas como problema de derechos humanos a partir de los años 

9013, generando una ola de intervención estatal en esta materia que tuvo también su correlato en el estado 

español. La aprobación de la Ley Orgánica 1/2004 de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de 

Género (en adelante Ley Integral) por el Parlamento durante el gobierno socialista, dio el pistoletazo de salida 

a las políticas públicas de violencia de género objeto de este estudio14. La Ley Integral circunscribió la definición 

de violencia de género a aquella ejercida por un hombre contra una mujer en el contexto de las relaciones de 

pareja15. Algunos años después entró en vigor el Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha 
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contra la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica del Consejo de Europa, denominado Convenio 

de Estambul16. En él se define de forma más amplia e incluyente la violencia de género, lo que requiere refor-

mas legislativas que aún no han tenido lugar. 

De forma paralela a los avances de los movimientos feministas en el reconocimiento de la violencia de género 

como problema de derechos humanos y como problema público, entre los años 80 y 90 se produjo un gran 

auge de la denominada Nueva Gestión Pública como crítica a la burocracia estatal que justificó diversos pro-

cesos de “modernización” de los estados a nivel mundial. La corriente neoempresarial17, mayoritaria en el 

seno de la Nueva Gestión Pública, abogó por el achicamiento del estado, por el control del déficit público, por 

la asunción por parte de las administraciones públicas de herramientas de gestión de la empresa privada y por 

la gestión de los servicios públicos por parte de empresas privadas, generando una ola de privatizaciones y de 

externalización o contratación externa de los servicios públicos. La contratación externa pasó así de ser una 

opción a ser un ideal de gestión pública. 

A este clima de crítica a la burocracia estatal promovido por la Nueva Gestión Pública, se suma el contexto de 

crisis económica internacional, que estalló en 2008. En paralelo, las políticas europeas denominadas “de aus-

teridad” se tradujeron, no solo en una reducción cuantitativa del gasto público para reducir el déficit, sino en 

una reducción proporcionalmente mayor de los gastos corrientes (incluido el personal) con respecto a los 

gastos de inversión, vistos con mejores ojos.  

Un último apunte de contexto, tiene que ver con el variable apoyo al problema de la violencia de género por 

parte de los partidos políticos. Mientras que el gobierno socialista apoyó la Ley Integral y la puso en marcha, 

considerándola emblemática de sus políticas de igualdad, con la llegada al gobierno central del Partido Popular 

la atención a este problema público perdió apoyo político18, prioridad y presupuesto, hasta que el proceso de 

negociación del Pacto de Estado contra la Violencia de Género en 2017 activó la adhesión del conjunto de los 

partidos políticos de forma más transversal. 

Es en este contexto que inician su andadura y se consolidan los servicios de protección a las mujeres víctimas 

de violencia de género creados por la Ley Integral: crisis internacional y políticas de austeridad, triunfo de los 

postulados neoempresariales de la Nueva Gestión Pública, cambio del gobierno central y, no menos impor-

tante, presión sostenida de los movimientos feministas a escala internacional, nacional, autonómico y local. 

PANORAMA: LOS SERVICIOS PÚBLICOS EXTERNALIZADOS DE VdG 

1. Los servicios públicos de VdG en el estado español 
La complejidad de los servicios públicos de violencia de género deriva del alcance mismo de los derechos19 

reconocidos por la Ley Integral, que se convierten en obligaciones para las administraciones públicas compe-

tentes: 

 Derecho a la información. 

 Derecho a la asistencia social integral. 

 Derecho a la asistencia jurídica gratuita, inmediata y especializada. 

 Derechos de empleo e inserción social. 

 Derechos económicos y de seguridad social. 

 Derechos de las funcionarias públicas. 

 Derechos de las mujeres extranjeras. 
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La atención a la violencia de género se lleva a cabo a través de una red de servicios multinivel, donde partici-

pan diversas administraciones públicas, agentes privados y del tercer sector. Dicho de otra forma, el itinerario 

que las mujeres deben realizar para hacer efectivos sus derechos implica a diversas instituciones, generando 

enormes retos de coordinación entre actores diversos. 

Los derechos reconocidos en la Ley Integral se hacen efectivos dentro del diseño propio de las administracio-

nes públicas españolas, de carácter descentralizado. La descentralización es de particular relevancia para 

aquellos derechos que se satisfacen mediante servicios sociales, pues la Constitución de 1978 establece que 

la “asistencia social” es competencia autonómica. La Ley de Bases de Régimen Local, a su vez, establece que 

los municipios tienen competencia sobre “la promoción de la igualdad entre hombres y mujeres así como 

contra la violencia de género” (Art. 25.2.o) 20, que ejercerán como competencias propias, en los términos de 

la legislación del Estado y de las Comunidades Autónomas.  A partir de esta definición, las Comunidades Au-

tónomas han desarrollado leyes de servicios sociales y, en cuanto a la temática que nos ocupa, leyes contra la 

violencia que han ido más allá de la estrecha definición de violencia de género de la Ley Integral. 

Dada la complejidad de las obligaciones adquiridas por los poderes públicos y de la tutela institucional nece-

saria para hacer frente a la violencia de género, la Ley Integral creó la Delegación Especial del Gobierno contra 

la Violencia de Género (en adelante Delegación de Gobierno) y el Observatorio Estatal de Violencia sobre la 

Mujer (en adelante Observatorio). La Delegación de Gobierno estuvo adscrita inicialmente al Ministerio de 

Trabajo y Asuntos Sociales y en la actualidad al Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes e Igual-

dad. En el ámbito estatal, le corresponde proponer la política del Gobierno contra las distintas formas de 

violencia de género e impulsar, coordinar y asesorar en todas las medidas que se lleven a cabo en esta 

materia21. Es la instancia responsable del control de los contratos del 016 y del Centro COMETA. Su portal 

contiene numerosos recursos en torno a la respuesta estatal en violencia de género22. El Observatorio, es un 

“órgano colegiado interministerial, al que corresponde el asesoramiento, evaluación, colaboración institucio-

nal, elaboración de informes y estudios, y propuestas de actuación en materia de violencia de género”23. Pero 

más allá de esta definición, de su propia composición se deriva que es una instancia de participación, con 

presencia de los Ministerios, de las Comunidades y Ciudades Autónomas y de los agentes sociales. Entre estos 

últimos, las organizaciones de mujeres, la patronal, los sindicatos mayoritarios (con una vocalía de UGT), las 

asociaciones de consumidores y usuarios y las ONGs. 

2. Los procesos de externalización 
Algunos de estos servicios públicos son prestados por las propias administraciones públicas titulares de los 

mismos en régimen de gestión directa y otros son prestados por otros agentes en régimen de gestión indi-

recta24. A su vez, dentro de la gestión indirecta está la modalidad contractual que aquí nos ocupa - la contra-

tación externa o externalización - y otras formas de gestión indirecta no contractuales como las subvenciones 

o convenios que exceden el marco de este informe pero que apuntamos aquí porque sus consecuencias para 

la calidad del empleo y de los servicios públicos deben ser abordadas en futuras investigaciones.  

Los servicios públicos de violencia de género se crearon en pleno auge externalizador, que se ha dado tanto 

en la administración central como en las autonómicas y locales. Pese a la justificación habitual en la eficiencia 

y eficacia de los servicios públicos, en el Estado español, sin embargo, sus rasgos generales han sido estos25: 

 En cuanto a la razón para externalizar, ha primado la necesidad de huir de los densos procedimientos de 

gestión presupuestaria y de personal del sector público. 
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 En cuanto a la eficiencia, no ha habido estudios de mercado que generen evidencias sobre el ahorro en 

costes de la externalización. No se ha calculado tampoco el costo para las y los trabajadores de la gestión 

externalizada. 

 No hay una definición clara de qué servicios son externalizables y cuáles no han de serlo por razón de su 

naturaleza esencial para la comunidad política. Tampoco hay criterios comunes sobre quién debe decidir 

sobre este punto, si se trata de una definición que se toma a nivel central o si es una decisión descentra-

lizada. 

 No existen mecanismos de control claramente definidos para un correcto funcionamiento de los servicios 

públicos externalizados que siguen siendo responsabilidad de las administraciones públicas.  

 Hay una falta de previsión y una insuficiente provisión presupuestaria de los costos de planificación, con-

trol y evaluación de la externalización por parte de las administraciones públicas. 

Los servicios de atención a las mujeres víctimas de violencia de género no están exentos de estos problemas. 

Un último apunte, antes de pasar a los estudios de caso, sobre el régimen jurídico de las externalizaciones 

normado en la Ley de Contratos del Sector Público (LCSP)26. Esta ley establece como norma la prestación 

directa de los servicios públicos por parte de la administración, pero también prevé que podrá contratarlos 

externamente si se justifica. Por último, en este breve apunte sobre la configuración de la contratación externa 

de servicios públicos de la LCSP, señalar que los servicios públicos de carácter social, de prestarse indirecta-

mente deberán ser contratados con agentes que cuenten con solvencia técnica y profesional. 

Tabla 1: Ley de Contratos del Sector Público 

Preámbulo “.. los poderes públicos siguen teniendo la libertad para prestar por 

si mismos determinadas categorías de servicios, en concreto los ser-

vicios que se conocen como servicios a las personas, como ciertos 

servicios sociales… 

Artículo 30. Ejecución directa de 

prestaciones por la Administración 

Pública con la colaboración de em-

presarios particulares o a través de 

medios propios no personificados.  

“3. La prestación de servicios se realizará normalmente por la propia 

Administración por sus propios medios. No obstante, cuando ca-

rezca de medios suficientes, previa la debida justificación en el ex-

pediente, se podrá contratar de conformidad con lo establecido en 

el Capítulo V del Título II del Libro II de la presente Ley”. 

Artículo 90. Solvencia técnica o pro-

fesional en los contratos de servi-

cios. 

3. Si el objeto contractual requiriese aptitudes específicas en mate-

ria social, de prestación de servicios de proximidad u otras análogas, 

en todo caso se exigirá como requisito de solvencia técnica o profe-

sional la concreta experiencia, conocimientos y medios en las refe-

ridas materias, lo que deberá acreditarse por los medios que esta-

blece el apartado 1 de este artículo.  

Artículo 312. Especialidades de los 

contratos de servicios que conlleven 

prestaciones directas a favor de la 

ciudadanía 

e) La Administración conservará los poderes de policía necesarios 

para asegurar la buena marcha de los servicios que conlleven pres-

taciones directas a favor de la ciudadanía de que se trate 
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ESTUDIOS DE CASO 

1. El Centro COMETA 
“Nuestro trabajo es de atención y acompañamiento a la víctima, somos la única persona que tienen al 

otro lado. Nosotros no podemos garantizar su seguridad, ese es el trabajo de las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad del Estado. Lo que sí podemos hacer es atender a esa persona, informarla de las gestiones que 

estamos haciendo con la policía, ayudarlas a mantener la calma, indicarles que tomen medidas de auto-

protección, hacerles ese acompañamiento…. Pero claro, cuando nos están exigiendo unos tiempos y que 

no nos salgamos de un speech cerrado porque nos penalizan, este trabajo ya no lo podemos hacer” (tra-

bajadora del Centro COMETA) 

El Sistema de Seguimiento por Medios Telemáticos del Cumplimiento de las Medidas Cautelares y Penas de 

Prohibición de Aproximación en Materia de Violencia de Género, denominado Centro COMETA, fue creado en 

2009 en cumplimiento del artículo 64.3 de la Ley Integral. Tiene dos objetivos: velar por la seguridad y con-

tribuir a la recuperación de las víctimas de violencia de género con medidas de alejamiento. Lo que está en 

juego es la vida y la integridad de las mujeres víctimas de violencia de género. Este Centro realiza el control 

telemático de medidas cautelares y penas de prohibición de aproximación en materia de VdG mediante la 

instalación de un sistema de telecomunicación que permite detectar la posición de la víctima y del inculpado,  

avisando de las incidencias a los cuerpos y fuerzas de seguridad del estado y comunicando los posibles incum-

plimientos de las órdenes de alejamiento a juzgados y fiscalías competentes, así como otras incidencias del 

funcionamiento de los dispositivos instalados. La operación de estos dispositivos se lleva a cabo en los térmi-

nos establecidos por un Protocolo suscrito entre el Ministerio de Justicia, el Ministerio del Interior, el Ministe-

rio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, el Consejo General del Poder Judicial y la Fiscalía General del 

Estado en 201327. Desde su creación, COMETA ha prestado un servicio ininterrumpido de 24 horas y 7 días a 

la semana organizado en turnos, dando seguimiento a 5.773 casos. Su nivel de actividad ha crecido exponen-

cialmente, pasando de monitorizar 153 dispositivos en 2009 a 1.079 en 2018. 

Tabla 2: Volumen de gestión del Centro COMETA 

Año Número de instalaciones acumuladas Número de dispositivos activos 

2009 166 153 

2010 710 528 

2011 1.323 781 

2012 1.772 756 

2013 2.233 726 

2014 2.742 716 

2015 3.397 797 

2016 4.214 884 

2017 5.153 1.019 

2018 5.773 1.079 

Fuente: Portal estadístico de la Delegación de Gobierno para la VdG 
http://estadisticasviolenciagenero.igualdad.mpr.gob.es/ 

http://estadisticasviolenciagenero.igualdad.mpr.gob.es/
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Este servicio fue externalizado desde su puesta en marcha, en 2009. Esta decisión política se ha arbitrado 

mediante una serie de licitaciones públicas en régimen de concurrencia competitiva regidas por la Ley de Con-

tratos del Sector Público en vigor. Cada licitación ha tenido unos Pliegos Técnicos y Cláusulas Administrativas 

Particulares, que se pueden consultar en la Plataforma de Contratación del Sector Público 28. Estos documen-

tos establecen las bases del servicio requerido por la administración y son la herramienta clave para el poste-

rior seguimiento del desempeño de la empresa adjudicataria. Con independencia de la contratación de la 

prestación del servicio con una empresa mercantil, la responsabilidad del servicio público que presta el Centro 

COMETA recae en el ministerio competente29, a través de la Delegación de Gobierno de Lucha contra la VdG. 

Los contratos de prestación de servicios ofertados por la administración mediante estas sucesivas licitaciones 

en régimen competitivo. El último contrato suscrito tiene 30 meses de duración, prorrogables hasta un plazo 

total máximo de 5 años. No obstante este régimen jurídico, el servicio ha sido prestado de manera ininterrum-

pida por Telefónica30 mediante la concatenación de contratos producto de estas licitaciones. El interés de las 

empresas privadas en concurrir a estos procesos competitivos ha ido decreciendo, hasta que en 2017 la licita-

ción quedó desierta porque ninguna empresa presentó oferta. ¿A qué se debe la falta de interés empresarial?  

Desde 2016 la sección sindical de UGT del Centro COMETA y sus trabajadoras han denunciado frente a la 

opinión pública que la tecnología 2G de los dispositivos estaba generando cantidades ingentes de falsas 

alarmas y que el servicio mismo peligraba ante la inadecuación de los dispositivos puestos a disposición por 

la administración en 2009, ya obsoletos. Así, en la licitación de 2017 la administración incluyó la reposición de 

estos dispositivos sin una suficiente dotación económica, valoración el que coincidieron tanto fuentes empre-

sariales como sindicales. Ni siquiera Telefónica, que venía prestando el servicio desde su creación, se presentó 

a esta licitación, generando una ola de protestas de las y los trabajadores frente a la opinión pública en la que 

participaron los sindicatos. La diputada Ángeles Álvarez del PSOE, elevó también una batería de preguntas 

parlamentarias a la Delegación de Gobierno contra la Violencia de Género, haciéndose eco de las denuncias 

de las trabajadoras y de UGT. 

Así las cosas, la licitación se repitió y tramitó de urgencia para evitar la discontinuidad del servicio, con un 

aumento económico para dar mayor cabida a la reposición de los equipos. Aun así, concurrió sólo Telefónica, 

ganando nuevamente el contrato en julio de 2018 sin una real concurrencia competitiva, por 30 meses pro-

rrogables hasta cinco años y un monto total, incluyendo la eventual prórroga, de 28.361.111 euros. 

¿Qué problemas ha generado el proceso de externalización del Centro COMETA que brevemente hemos re-

tratado en la calidad del empleo y en la calidad del servicio? 

a. Primer problema: La inestabilidad del empleo derivada de la externalización 

Empecemos por preguntarnos qué consecuencias, presentes y futuras, tiene este proceso de externalización 

para la estabilidad del empleo. Los Pliegos Técnicos intentan salvar la contradicción entre la vocación de con-

tinuidad del servicio y la corta duración de los contratos que la administración licita, a través de una cláusula 

de subrogación del personal. Esta medida está además respaldada por el Convenio Estatal de Empresas de 

Seguridad, aplicable al contrato por ser el sector principal de actividad de la empresa adjudicataria. Pero, ¿cuál 

es el real alcance de esta cláusula paliativa de subrogación del personal en caso de cambio de empresa en la 

prestación del servicio? 

 

 



         

13 

Tabla 3 Estabilidad en el empleo y subrogación de personal 

 

Pliegos técnicos 2018 

Convenio estatal de  

empresas de seguridad 

1.3. Medios humanos. Actualmente el servicio de operación cuenta con 

efectivos humanos que la empresa adjudicataria subrogará en la forma 

y con las condiciones existentes en el momento de la adjudicación en 

los términos previstos en el Convenio Colectivo que sea de aplicación y 

para los que se indica el salario y las condiciones pactadas en el apar-

tado  

3.3.3. Medios humanos del servicio de operación (…). Subrogación de 

efectivos: En relación con los medios humanos del servicio de opera-

ción, la empresa adjudicataria subrogará a los efectivos que integran la 

plantilla del servicio del contratista saliente en la forma y con las con-

diciones existentes en el momento de la adjudicación en los términos 

previstos en la legislación aplicable y, en su caso, de conformidad con 

lo previsto en el convenio colectivo que resulte de aplicación…” 

Art. 14. La subrogación se pro-

duce cuando una empresa susti-

tuye de forma total o parcial a 

otra en la prestación de los ser-

vicios contratados por un 

cliente, público o privado (…) la 

nueva adjudicataria está obli-

gada a integrar en su plantilla, 

subrogándose en los contratos 

de trabajo, a los trabajadores de 

la empresa cesante en el servicio 

(…) salvo los que hayan sido con-

tratados por obra o servicio de-

terminado” 

Fuente: Pliegos Técnicos de 2018 y Convenio Colectivo de Empresas de Seguridad 

El blindaje que la cláusula de subrogación realiza frente a un hipotético cambio de la empresa prestadora del 

servicio, debe interpretarse analizando la estabilidad en el empleo de la plantilla existente y las prácticas em-

presariales para la contratación de nuevo personal. Los Pliegos Técnicos de la última licitación contienen una 

tabla de la plantilla actualizada a abril de 2018, según la cual el porcentaje de personal temporal era, a esa 

fecha, de un 51%. Si hubiese ganado la licitación otra empresa, solo el 49% de la plantilla hubiera estado am-

parado por la cláusula de subrogación del personal por cambio de empresa que establecen los Pliegos y el 

Convenio Colectivo del sector.  

Tabla 4: Estabilidad en el empleo en COMETA a abril de 2018 

Categoría31 

Número de  

efectivos 

Contratos de  

duración determinada 

Contratos 

indefinidos 

Tasa de  

temporalidad  

Titulado/a superior 1 0 1 0 % 

Coordinador/a 1 0 1 0 % 

Supervisor/a 4 0 4 0 % 

Operador/a 47 27 20 57 % 

TOTAL 53 27 26 51 % 

Fuente: Pliegos Técnicos 2018 (pp 41-42) 

Otro indicador importante para la estabilidad en el empleo es la rotación del personal, muy alta en el caso de 

COMETA. Según los Pliegos Técnicos de 2018, el 49% del personal fue reclutado entre 2017 y 2018, de modo 
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que la mitad de la plantilla tenía menos de dos años de antigüedad cuando se realizó la última licitación. Ade-

más, desde 2017 la empresa realiza únicamente contratos de duración determinada con el nuevo personal. 

De seguir esta tendencia, la temporalidad no hará sino aumentar y la vulnerabilidad de esta plantilla frente a 

un cambio de empresa sería cada vez mayor, pese a las bienintencionadas cláusulas de subrogación de los 

Pliegos y del Convenio.  

b. Segundo problema: La falta de especialización en VdG las empresas prestadoras del servicio 

Un segundo problema de este proceso de externalización radica en la ausencia de especialización en violencia 

de género de las empresas adjudicatarias. La Ley de Contratos del Sector Público establece que en contratos 

que requieren aptitudes específicas en “materia social”, las empresas deberán acreditar “experiencia, conoci-

mientos y medios” para ser elegibles. Las Cláusulas Administrativas Particulares de la última licitación del Cen-

tro COMETA establecen, entre otros elementos para ponderar la solvencia técnica o profesional de las empre-

sas, acreditar otros servicios y trabajos previos de similar naturaleza. Los Pliegos Técnicos, en consonancia con 

la Ley, establecen a su vez que la falta de formación, conocimiento y experiencia en materia de violencia de 

género será causa de exclusión. 

Tabla 5: Solvencia técnica 

LEY DE CONTRATOS DEL SEC-

TOR PÚBLICO 

CLAUSULAS ADMINISTRATIVAS PARTICULARES 

2018 

PLIEGOS TÉCNICOS 

2018 

Artículo 90. Solvencia técnica 

o profesional “3. Si el objeto 

contractual requiriese aptitu-

des específicas en materia 

social, de prestación de servi-

cios de proximidad u otras 

análogas, en todo caso se exi-

girá como requisito de solven-

cia técnica o profesional la 

concreta experiencia, conoci-

mientos y medios en las refe-

ridas materias (…)” 

9.2. Solvencia técnica o profesional (…) El licitador 

deberá disponer y acreditar lo siguiente: 1. Relación 

de los principales servicios o trabajos realizados de 

igual o similar naturaleza que los que constituyen 

el contrato (…) 2. Indicación de las condiciones des-

critas en el apartado 3.3. del Pliego de Prescripcio-

nes Técnicas relativas a los medios humanos que 

componen el servicio integral y que se resumen a 

continuación: (…) 2. Formación, conocimientos y ex-

periencia en la tecnología específica propuesta y en 

materia de violencia de género de los medios hu-

manos del servicio de operación” 

Cláusula 3.3. Será 

causa de exclusión 

de la licitación la 

falta de “Forma-

ción, conocimientos 

y experiencia en la 

tecnología especí-

fica propuesta y en 

materia de violen-

cia de género”. 

 

Fuente: LCSP, Cláusulas Administrativas Particulares y los Pliegos Técnicos de la licitación de 2018 (el subrayado es nuestro) 

Pues bien, aunque la solvencia técnica en VdG de los oferentes debía acreditarse, no consta entre los criterios 

de valoración de las ofertas. Esto permite comportamientos oportunistas de empresas no alineadas con los 

objetivos de esta política pública, que no tienen entre sus fines la lucha contra la violencia de género y que no 

cuentan con capacidades instaladas ni experiencia previa para dirigir servicios especializados en esta proble-

mática. Telefónica, cuando concurrió y ganó la licitación del Centro COMETA por primera vez en 2009, no era 

una empresa con experiencia previa en materia de VdG sino en telecomunicaciones. Trasluce una compren-

sión de la solvencia técnica de la empresa adjudicataria donde priman las capacidades instaladas para dar el 

soporte tecnológico del servicio frente a una visión más coherente con los objetivos de esta política pública 

que pusiera el énfasis, también, en la especialización de le empresa o UTE en violencia de género. 

Otro asunto de preocupación en cuanto a la solvencia técnica de las empresas que prestan el servicio está en 

la práctica de la subcontratación. En el caso de COMETA, quien presta efectivamente el servicio a las y los 
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usuarios/ciudadanos es Securitas Direct. Esta empresa de gestión de alarmas participó en las primeras licita-

ciones en UTE con Telefónica. Sin embargo, Securitas no concurrió a la última licitación, fue subcontratada 

posteriormente por Telefónica. ¿Qué límites imponen la legislación y el contrato de servicios a la subcontra-

tación? 

En la Hoja Resumen del modelo de Cláusulas Administrativas Particulares de la última licitación de COMETA 

se admite la subcontratación, pero con un límite: “las prestaciones parciales que el adjudicatario subcontrate 

con terceros no podrán exceder el 60% del importe de la adjudicación”32. El Modelo de Cláusulas Administra-

tivas Particulares que rige esta licitación, establece como obligaciones del contratista “disponer del personal 

con la capacidad técnica precisa para cubrir las necesidades que se deriven del contrato” y de “ejercer de 

modo real, efectivo y continuo, sobre el personal integrante del equipo de trabajo encargado de la dirección 

del contrato, el poder de dirección inherente a todo empresario”, así como de “ejecutar el contrato en sus 

propias dependencias”33. 

Desde la creación de COMETA, Securitas Direct realiza la gestión cotidiana de los servicios que este Centro 

presta a sus usuarias y usuarios: contrata, dirige y evalúa a su personal; organiza el proceso de trabajo, esta-

blece los turnos, los objetivos y las metas de productividad, auditándolas; gestiona la infraestructura del Cen-

tro dentro de sus propias dependencias, da mantenimiento a los equipos, pone a disposición de las trabaja-

doras los medios de trabajo; en el Comité de Empresa representa a la parte empresarial, entre otras funciones. 

No corresponde a este informe evaluar el apego a derecho de esta subcontratación. Lo que sí cabe constatar 

es que Securitas Direct es una empresa especializada en gestión de alarmas. Su subcontratación con estas 

funciones de atención a los y las usuarios del Centro COMETA genera un eslabón más en la cadena de agen-

tes no especializados en violencia de género que prestan los servicios públicos en esta temática. Así pasa de 

mano en mano como una patata caliente, sin insertarse en una estructura especializada en violencia de 

género. 

c. Tercer problema: El encubrimiento de trabajo cualificado en categorías laborales no cualificadas 

“La precariedad para mí es más que la precariedad económica. Es también que no se sepa dignificar el 

trabajo que estás haciendo, que encima la empresa te ponga zancadillas y te digan” sí, sí, eres titulada 

universitaria, eres especialista en violencia de género pero para nosotros eres una operadora, te estoy eva-

luando como a una operadora y te estoy pagando como una operadora”.  

Además de la solvencia técnica, otro asunto crucial para la calidad de un servicio son sus recursos humanos. 

En la cláusula 3.3 de los Pliegos Técnicos, relativa a los medios humanos de COMETA, la administración plantea 

algunos requerimientos de especialización de su personal. Se establece que el Coordinador o Coordinadora 

“deberá disponer de experiencia y conocimientos en intervenciones en situaciones de violencia de género”. 

Dentro del punto 3.3.3 “medios humanos del servicio de operación”, se establecen las funciones y la especia-

lización en VdG de los diferentes niveles de responsabilidad dentro de este servicio. Para la/el “Responsable 

del Centro de Control” los pliegos establecen que “deberá disponer de experiencia y conocimientos en inter-

venciones en situaciones de violencia de género”. El/la Asesor Jurídico “deberá tener grado o licenciatura en 

derecho y formación y experiencia en materia de violencia de género”. El/la “Coordinador/a de Turno” deberá 

“disponer de experiencia y conocimientos en intervenciones en situaciones de violencia de género”. En sínte-

sis, para estos puestos directivos y mandos medios se menciona el requerimiento de especialización en VdG, 

aunque sin definir ningún estándar concreto. Sin embargo, para los “Puestos de Operación” sobre los que 

recae el peso del servicio de atención a las y los ciudadanos-usuarios de COMETA, los pliegos no establecen 

expresamente ninguna cualificación en materia de VdG. 
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UGT denuncia que la tónica general ha sido la ausencia de especialización en violencia de género de los man-

dos medios y directivo de COMETA durante sus casi diez años de vida. No es el caso del personal que ocupa 

los “Puestos de Operación”, que representa el 88% de su plantilla de 53 trabajadoras, que nombramos en 

femenino puesto que a lo largo de su historia ha estado compuesta por mujeres en, al menos, el 90%. 

Tabla 6: Número de trabajadoras por grupo profesional 

Fuente: Pliegos Técnicos 2018 

Este gráfico nos permite visualizar esta plantilla low cost sustentada en una amplia base de personal clasifi-

cado como no cualificado. Las trabajadoras que llevan la atención directa a las mujeres víctimas de violencia y 

a sus agresores han sido categorizadas por su empleador como “operadoras de alarmas”. Esta es una categoría 

establecida en el Convenio Colectivo Estatal de Seguridad, dentro del grupo profesional 4 relativo al personal 

operativo, para el que no se requiere titulación universitaria.  

Sin embargo, en las ofertas de empleo iniciales para cubrir estos puestos sí se requería titulación universitaria 

en áreas sociales, así como especialización en VdG. Los procesos de selección fueron rigurosos y en ellos par-

ticipó la Delegación de Gobierno. Las operadoras pasaron por un proceso selectivo que incluyó dinámicas de 

grupo simulando situaciones de VdG, pruebas de escucha telefónica y entrevistas en las que participó la Dele-

gación de Gobierno de lucha contra la Violencia de Género. Los puestos fueron provistos tanto por promoción 

interna como por publicación externa y este proceso selectivo se utilizó en ambos supuestos.  

A medida que el Centro COMETA se iba consolidando, paradójicamente, los criterios y procesos de selección 

iban degradándose y haciéndose un tanto erráticos. En octubre de 2015 en una oferta pública de empleo para 

“operador telefónico para proyecto social” se requería como estudios mínimos una licenciatura en psicología, 

sin mención alguna a la formación o experiencia en VdG. En 2017, se realizó una importante ampliación de la 

plantilla. La oferta de empleo para la misma categoría ya sólo requería haber concluido la educación secunda-

ria obligatoria. En junio de 2018 se ofertaron seis puestos de “operador/a teléfonic@ para proyecto social” los 

estudios mínimos para concurrir al puesto eran de nivel de diplomatura, sin especificar por especialidad, apa-

reciendo como criterios “valorables” la formación en la rama social (psicología, trabajo social, educación social, 
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etc) y formación específica en violencia de género. Paralelamente a estas ofertas internas de empleo, Securitas 

Direct trasladó a COMETA a operadoras de alarmas sin requerirles especialización alguna en VdG o titulación 

en el área social, generando una plantilla heterogénea en cuanto a sus capacidades en materia de VdG. 

Tabla 7: Ofertas de empleo para “Operador/a Telefónico para Proyecto Social” 

 

Fecha 

Experiencia  

profesional mínima 

Especialización en  

violencia de género  

Estudios mínimos  

requeridos  

Abril 2009 Sí Sí 

 

Grado o licenciatura universitaria en 

áreas sociales 

Octubre 2015 Sí No se exige ni se valora Licenciado/a en psicología 

Octubre 2017 Sí No se exige ni se valora Educación secundaria obligatoria. Se 

valora formación social: Psicología, 

sociología o similar 

Junio 2018 No Valorable formación  

específica en VdG 

Diplomatura. Valorable formación 

en rama social (psicología, trabajo 

social, educación social, etc) 

Fuente: www.infojobs.org 

Si bien en 2017 se degradó el perfil profesional notablemente, el resto de convocatorias públicas para proveer 

a COMETA de operadoras tiene en común exigir o valorar la titulación universitaria en áreas sociales. Según el 

Convenio Colectivo, aquel personal que en el ejercicio de sus funciones aplica conocimientos adquiridos a 

través de su título de grado o de posgrado pertenecería al grupo 1. Sin embargo, las operadoras forman parte 

del grupo 4. Las consecuencias económicas de esta definición son muy importantes para la empresa y para las 

trabajadoras, pues según el Convenio Colectivo aplicable, a una trabajadora del grupo 1 le corresponde una 

retribución bruta mensual34 para 2018 de 1.388,56 euros, frente a los 901,61 euros de una operadora. Con-

tratando a personal con grado universitario bajo la categoría de operador/a de alarmas el ahorro para la em-

presa en concepto de retribución bruta es de un 35%. El ahorro alcanza un 42% si se contrata a una titulada 

superior, como una Psicóloga, o con Master, como es el caso de la mayoría de las especialistas en violencia de 

género en el estado español. Ambos casos se dan en la plantilla de COMETA, donde hay personal con grado y 

postgrado bajo la categoría de operadora de alarmas. 
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Tabla 8: Categorías profesionales y retribuciones brutas según Convenio 

Grupo  

profesional Categoría profesional Definición 

Retribuciones 

brutas mensuales 

para 2018 

GP1.  

Personal  

directivo,  

titulado y  

técnico 

i) Titulado de  

Postgrado/Master  

(y antiguo Titulado  

Superior) 

Es aquel empelado que, para el ejercicio 

de sus funciones, aplica los conocimien-

tos adquiridos a través de su Título de 

Postgrado/Master 

1.564,88 € 

h) Titulado de Grado  

(y antiguo Titulado  

Medio) 

Es aquel empleado que, para el ejercicio 

de sus funciones, aplica los conocimien-

tos adquiridos a través de su Título de 

Grado. 

1.388,56 € 

GP4.  

Personal  

operativo 

b) Operador/a  

de seguridad35 

Es el trabajador que (…) presta los servi-

cios de gestión de alarmas consistentes 

en la recepción, verificación no personal 

y, en su caso, transmisión de las señales 

de alarma relativas a la seguridad y pro-

tección de personas y bienes a las Fuer-

zas y Cuerpos de Seguridad competentes 

901,61 € 

Fuente: Convenio Colectivo de Empresas de Seguridad (….) 

Las condiciones de trabajo de las “operadoras” no sólo se pueden comparar con las del personal titulado den-

tro del mismo Convenio Colectivo de Seguridad, sino que también se pueden comparar con las categorías y 

condiciones de trabajo del Convenio Colectivo de Intervención Social36. Aplicando este Convenio ya no existiría 

la posibilidad de utilizar la categoría de operador/a de alarmas como cajón de sastre. La categorización profe-

sional ya no se podría realizar en base al soporte tecnológico del puesto – telefónico en este caso – sino en 

base a la real formación de la trabajadora o trabajador, así como a la iniciativa, autonomía, responsabilidad, 

mando y complejidad requerido por el puesto37. Estas profesionales, probablemente formarían parte del área 

funcional de intervención social y atención directa y, de tener formación universitaria aplicable al puesto, for-

marían parte  del grupo profesional 1 como Psicólogas o Trabajadoras Sociales, con un salario base bruto 

mensual38 un 51 % más alto que el que cobran actualmente como operadoras. Lo mismo sucedería si la admi-

nistración decidiese prestar este servicio público de manera directa: se aplicaría el Convenio Único de la Ad-

ministración General del Estado, donde tampoco existe la categoría de operadora y la clasificación en grupos 

profesionales se hace en función de los conocimientos, experiencia, iniciativa, autonomía, responsabilidad, 

mando y complejidad del puesto. Las tituladas superiores, como las Psicólogas, ganarían un salario base bruto 

mensual un 64% más alto que el actual y las diplomadas universitarias, como Trabajadoras Sociales, un 57% 

más que bajo la categoría de operadoras del Convenio de Empresas de Seguridad. Por añadidura, mejorarían 

otras condiciones de trabajo como la jornada laboral de 35 horas semanales, además de dar más estabilidad 

al empleo ya que este servicio es de carácter indefinido.  
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Tabla 9: Comparación de categorías y condiciones laborales en varios Convenios 

Convenio 

colectivo 

Grupo  

profesional 

Denominación  

del puesto 

Salario base bruto 

mensual 2018 

Jornada 

laboral 

EMPRESAS  

DE SEGURIDAD 
4 

Operador/a  

de seguridad 
722,82 € 40 horas/semana 

INTERVENCIÓN 

SOCIAL 
1 

Psicólogo/a, Trabajador/a 

Social, Educador/a Social  

(o análogos) 

1.479,14 € 40 horas/semana 

ÚNICO DE LA AGE 

1 Psicóloga 1.982,00 € 35 horas/semana 

2 

Trabajador/a Social,  

Educador/a Social  

(o análogos) 

1.640 € 35 horas/semana 

Fuente: Convenios Colectivos vigentes (en bibliografía) 

Pero volvamos a la realidad, después de este inciso. ¿El hecho de utilizar el teléfono como herramienta de 

trabajo es sinónimo de que se trata de un trabajo no cualificado? Los Pliegos Técnicos dan cuenta de la com-

plejidad y responsabilidad de estos puestos. En ellos se requiere que el personal de operación, además de 

aplicar el Protocolo, “tranquilice”, “de confianza”, “vele por la seguridad” de las víctimas, “mantenga una co-

municación continua” con ellas, en contextos de riesgo real para su vida e integridad física. Estas son habilida-

des propias de la psicología o el trabajo social y trascienden las funciones habituales de una teleoperadora al 

uso o de una operadora de alarmas. Así conciben su trabajo y definen el real contenido de su puesto y la 

responsabilidad asignada a las “operadoras” dos trabajadoras, así categorizadas pese a contar con titulación 

universitaria pertinente y especialización en violencia de género: 

“He gestionado situaciones muy complejas. Tenemos que estar preparadas y con los 5 sentidos porque 

en cualquier momento puede pasar cualquier cosa porque cualquier llamada puede ser una emergencia 

de verdad. En COMETA cada llamada es diferente y las personas que nos llaman, agresores o víctimas de 

VdG, necesitan una atención individualizada. Una vez estaba gestionando una señal donde el usuario se 

separó del dispositivo y enseguida llegó a la casa de la víctima y se metió dentro. Y el tema ahí no es tener 

un speech cerrado y funcionar como una teleoperadora, sino que tenemos que entender qué es la violen-

cia de género. Es necesario tener ciertas habilidades para hacer determinadas preguntas, reconducir la 

conversación, entender lo que está pasando y actuar según los Protocolos. Tienes que tener herramientas, 

muchas veces las mujeres están tan desesperadas que no te pueden ni escuchar, tienes que reconducirlas 

para que te escuchen, intentar entender lo que les está pasando y cuál es su demanda para transmitírsela 

a la policía. Somos sus ojos. Es difícil manejarse en estas situaciones, intentar calmarlas, entender bien 

su demanda, orientarlas, informarles de qué gestiones estás haciendo…. Por mucha experiencia que ten-

gas como teleoperadora vendiendo seguros, se requieren otras habilidades. Tenemos mucha más respon-

sabilidad: la vida de las víctimas de VdG está en juego”.  

Ante la presión de las trabajadoras que reclamaban una recategorización acorde a su nivel de responsabilidad, 

la empresa incluyó una mejora voluntaria en sus retribuciones con un complemento de especialización en VdG 

de 120 euros brutos pero sin modificar su categoría profesional. A la fecha no se ha recategorizado al alza a 
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estas trabajadoras especializadas en consonancia con los requerimientos del puesto establecidos en la mayo-

ría de las ofertas de empleo, ni en consonancia con la complejidad real y responsabilidad de sus puestos de 

trabajo.  

Al encubrirse personal cualificado bajo categorías de personal no cualificado del Convenio de Seguridad, se 

genera un gran ahorro en personal, desde el punto de vista de la empresa. Desde el punto de vista de las 

trabajadoras, se degradan las condiciones laborales. La solución dada por Securitas Direct a esta tensión en 

los últimos años ha sido reclutar “operadoras” sin titulación universitaria del ámbito social y sin formación 

o experiencia en violencia de género. No parece tampoco una política apropiada para garantizar la calidad 

del servicio. Esta trayectoria descendente en la cualificación de los recursos humanos del Centro COMETA, 

debería ser objeto de preocupación para la administración por su impacto en la calidad del servicio. 

d. Cuarto problema: La gestión de COMETA como una Central de Recepción de Alarmas 

“El mensaje que se nos lanza constantemente es “esto no es un proyecto social, es una central receptora de 

alarmas. Cuando el error está en la base, poco puedes hacer para mejorar. Este es el error de concepto con 

el que chocamos todos los días” (trabajadora del Centro COMETA) 

Un cuarto tema de reflexión sobre las consecuencias de esta externalización en la calidad del empleo, radica 

en los procesos de dirección y organización del trabajo y su evolución. Las trabajadoras del centro COMETA 

denuncian desde hace unos años la implantación progresiva de modelos de organización del trabajo por 

resultados típicos de los call center que, según su experiencia directa, chocan con la ética profesional de 

intervención en materia de violencia de género. ¿En qué consiste ese modelo?  

“Al principio teníamos libertad de actuación y como cualquier profesional podíamos intervenir según 

nuestros conocimientos, podíamos dar un trato individualizado a cada víctima, también a los agresores. 

Nuestra capacidad de actuación profesional se ha ido perdiendo frente a los speech cerrados, la obsesión 

por la medición de la productividad, las auditorías… cada vez tenemos menos tiempo para gestionar cada 

señal y más objetivos. Ahora todo está enfocado a la gestión de un call center, con sus criterios de pro-

ductividad. Te sientes robotizada. Se ha perdido en calidad y en trato individualizado y se ha ganado en 

productividad. Así la empresa puede atender más llamadas con menos personal. Pero claro, tendríamos 

que hacer un análisis comparativo de la calidad del servicio. Creo que se ha ganado en productividad y se 

ha perdido en calidad” (trabajadora del Centro COMETA) 

A partir de 2015 la dirección del Centro COMETA ha optado por gestionarlo como otras centrales de alarmas 

de Securitas Direct, revocando su relativa autonomía dentro de la empresa por derivarse de un contrato con 

la administración pública para prestar un servicio de violencia de género. Este viraje hacia una gestión del 

Centro COMETA “como una central de alarmas cualquiera”, en palabras de una trabajadora, se orquestó me-

diante la implantación de un sistema de evaluación del desempeño de las trabajadoras típico del sector de los 

call centers. Este sistema se implantó a través del establecimiento de unos objetivos de productividad y cali-

dad a los que la empresa da seguimiento mensualmente a través de una auditora.  

¿Con qué criterios se mide la productividad y con qué peso relativo en la evaluación del desempeño de las 

trabajadoras? En 2018 la productividad, que toma como unidad de medida los tiempos para gestionar, cerrar 

y documentar cada tipo de señal, compone el 60% de la calificación mensual de la trabajadora. Por ejemplo, 

una señal de entrada en zona de exclusión de un agresor debe ser gestionada en tres minutos. Esta gestión 

incluye: georeferenciar a la víctima y al agresor, pasar aviso a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, 

llamar a la víctima, volver a informar a las Fuerzas y cuerpos y por último llamar al agresor. Así se cierra la 
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incidencia y, a continuación, se ingresa en una ficha del caso a modo de informe. Para realizar este paquete 

de gestiones, las trabajadoras cuentan con tres minutos. De esta manera, cada trabajadora debe gestionar, 

día tras día, una media de 15 señales a la hora.  

“Se nos valora la productividad y la calidad. Las auditorías de productividad te miden los tiempos, eso 

significa que tú las señales las tienes que resolver en x tiempo. Por ejemplo, una señal de agresor en pro-

ximidad se tiene que resolver en 3 minutos y todo lo que te salgas de eso, ¡mal! Dime tú, en un caso en 

que un agresor está a 50 metros de una señora y ella está muy nerviosa, muy alterada, histérica, ¿cómo 

voy a estar yo pensando en no irme de tiempo y colgarle lo antes posible para que eso no me perjudique 

en mi auditoría? ¡Cuando mi trabajo es ese! ¿Entiendes lo absurdo de la situación?” (trabajadora del Cen-

tro COMETA) 

“No se trata solamente de llamarte, decirte que el agresor está cerca y te corto la llamada. Si estoy aten-

diendo a una mujer que está llorando, ¿cómo la voy a colgar? Por ética y por empatía, hay que estar con 

ellas, para que baje un poco la ansiedad y puedan pensar con más claridad. A mí no me importaba perder 

diez minutos hablando con una víctima, pero ese tipo de cosas se han perdido en COMETA… intentábamos 

hacer el mejor trabajo pensando que estábamos ayudando a una persona. Ahora, cuando te dicen cada 

mes “te vamos a pasar tus números…” el trabajo se vuelve deshumanizado. Tú estás intentando hacer un 

buen trabajo y ellos sólo te dicen que no has cerrado o gestionado suficientes señales”.  

Pero lo problemático de este modelo de evaluación del desempeño no está sólo en la “obsesión” por la pro-

ductividad, así entendida, ni en su gran peso en la evaluación del desempeño de las trabajadoras, sino también 

en la forma de entender y auditar el segundo criterio de evaluación: la calidad, que compone el restante 40% 

de su nota. ¿Qué es la calidad, qué significado tiene para la empresa prestadora del servicio y cómo se evalúa? 

Las trabajadoras deben aplicar el Protocolo, pero además se les entrega un speech cerrado que contiene una 

serie de elementos formales de la atención telefónica, formas de saludar, de nombrar a quien llama, etc. Una 

auditora designada por la empresa, no especializada en género, “pincha” mensualmente una muestra de las 

llamadas gestionadas por cada trabajadora en atención a los distintos tipos de señales. Las trabajadoras más 

especializadas en violencia de género denuncian que estos criterios de calidad no son relevantes a la natura-

leza del servicio que presta COMETA. Así lo cuentan: 

“Te pongo un ejemplo. Tú tienes que llamar a las usuarias o usuarios por su nombre x veces. Llamas a 

una tal María Angeles, “buenas tardes María Angeles, le llamo del Centro COMETA” y a lo largo de la 

llamada la tienes que volver a nombrar dos o tres veces, pero de la misma manera que la primera vez. 

Imagínate que yo le digo “gracias por su atención, Angeles”. ¡Me lo califican mal! Mira tú qué importan-

cia tiene a nivel de proteger a una víctima que la llame María Angeles o Angeles. Y eso y los tiempos se 

controla en auditorias de calidad y productividad una vez al mes”  

Las trabajadoras reciben mensualmente un reporte numérico sintético donde se indica el porcentaje de cum-

plimiento de sus objetivos de calidad y de productividad, que es comentado verbalmente con su supervisora. 

“Te entregan tus números y eso deshumaniza nuestro trabajo”, comenta una trabajadora. “Nos evalúan como 

si fuésemos máquinas automáticas”, dice otra. Se quejan de que sólo se habla de números en estas evaluacio-

nes y que estos criterios entran en conflicto con su sentido de profesionalidad en la atención de la violencia 

de género. Se sienten “vigiladas”, “presionadas”, “preocupadas” por ser despedidas si no cumplen sus objeti-

vos mes tras mes. “No son motivadores, son coercitivos”, concluye una de ellas. 
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El clima laboral, bajo este esquema, pasa de ser colaborativo a ser competitivo. “El ambiente se enrarece, 

¿mañana tendré trabajo?”, nos comenta una trabajadora. “Se genera mucha suspicacia”, plantea otra. He-

cha la ley hecha la trampa, las operadoras compiten entre ellas para coger las señales más rentables para 

su evaluación de productividad, las que son más fáciles de gestionar y dan más puntos, haciendo que el 

sentido ético del trabajo y los fines últimos del servicio pasen a un segundo plano.  

“La rapidez en nuestro trabajo es importante, pero que se presione tanto con los números deriva en una 

gestión negligente. Porque tú estás pensando “rápido, rápido” y la atención que estás dando a una señora 

en situación de emergencia no es adecuada, se nos está olvidando que trabajamos con vidas humanas. Cada 

vez se nos empuja más a que seamos una central receptora de alarmas y nos olvidemos para qué estamos 

trabajando…” 

Todo sumado, la dureza intrínseca de trabajar en violencia de género y estos procesos de evaluación del 

desempeño, genera graves riesgos para la salud de las trabajadoras. “Estrés”, “ansiedad”, “agobio”, “locura” 

y “frustración” son las palabras con las que las trabajadoras califican su experiencia de trabajo en COMETA, 

agravados en los últimos años por la implantación del modelo de gestión de la productividad y la calidad antes 

descrito. “Es un modelo insostenible para las trabajadoras”, nos dice una de ellas. El trabajo es también estre-

sante por el tipo de problemática y de usuarias y usuarios que atiende, como por la responsabilidad que im-

plica estando en riesgo la vida de las mujeres. Así lo explica una de las trabajadoras: 

“El trabajo es tan estresante por la clase de usuarios que atiendes. Las mujeres están pasando por un pro-

ceso de violencia de género, te llaman llorando, con ataques de ansiedad, que han visto al agresor, que les 

ha llamado, que qué pueden hacer… entran llamadas de todo tipo. Hemos tenido casos de intentos de sui-

cidio en línea. No es un trabajo cualquiera. Es un trabajo en el que ves mucha injusticia social, ves que los 

procesos judiciales son muy largos, que las víctimas no están bien atendidas, que dan con un operador 

jurídico que las revictimiza. Los inculpados también te cuentan su vida, también hay cosas muy injustas 

para ellos, cuando los aparatos no funcionan, por ejemplo, y les estamos llamando constantemente” 

Otro factor de estrés está en la carga de trabajo. Si bien la plantilla ha ido creciendo con los años, hasta el 

último reclutamiento de 2018 las trabajadoras venían denunciando que estaban “desbordadas”, tanto porque 

eran pocas como por los problemas técnicos de los aparatos que saturaban el Centro, siendo responsables de 

más del 70% de las “señales”, según denunciaron las trabajadoras a los medios39. “Recuerdo que al principio 

soñaba con las señales, soñaba que no había nadie para cogerlas y entonces no podías proteger a las víctimas. 

Esa pesadilla la hemos tenido muchas trabajadoras. Es un trabajo que te afecta el sueño”. 

El trabajo está organizado en turnos. El de mañana y el de tarde funcionan en una rotación 6/3, seis jornadas 

de trabajo y tres de descanso. El de la noche el régimen es de 4/2, cuatro jornadas de trabajo y dos de des-

canso. Esto genera grandes dificultades para la vida social de las trabajadoras, pues no descansan los fines de 

semana, y tiene también un fuerte impacto en la conciliación de la vida personal y familiar. “No tengo vida”, 

nos comenta una trabajadora del turno de noche, que además tiene que lidiar con las secuelas de estos cons-

tantes cambios en su ciclo de sueño. 

Así las cosas, la rotación de personal es muy alta en COMETA. Sin embargo algunas de estas trabajadoras 

especializadas permanecen porque quieren seguir trabajando en violencia de género y no tienen otras opor-

tunidades. “A mí mi trabajo me gusta. Es muy estresante pero me satisface hacerlo porque tengo vocación de 

servicio, porque me parece un trabajo importante”. Pese a esta motivación, estas trabajadoras cualificadas 

sienten que se les obliga a pagar un “peaje” por tener esta vocación de servicio y por querer hacer una carrera 
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profesional en violencia de género, un circuito laboral precario. La precariedad del conjunto de la red de re-

cursos de violencia de género moldea trayectorias laborales precarias cuyas consecuencias sufren estas tra-

bajadoras especializadas y comprometidas con la lucha contra la VdG, auténtico motor de estos servicios. Este 

capital humano es explotado, consciente o inconscientemente, por los empleadores del sector. Por una parte, 

su motivación y capacidad hacen funcionar los servicios aún si las estructuras que los prestan no son especia-

lizadas y no tienen capacidad técnica para dirigir servicios de VdG. Por otra, en un circuito laboral precario 

algunas optan por permanecer por falta de alternativas. Otras muchas se van. “No se cuida a la cuidadora”, 

concluye una de las trabajadoras de COMETA que ha prestado testimonio para este informe. 
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2. El 016 
“Estás atendiendo muertes en directo, crisis de ansiedad, persecuciones, navajazos, menores aterrados 

viendo palizas, un caso detrás de otro. No es un trabajo de telemarketing” (trabajadora del 016) 

El Servicio 016 de Información y Asesoramiento Jurídico en Violencia de Género, reconocido internacional-

mente como un servicio pionero, es el buque insignia de nuestras políticas de género. La especial relevancia 

y sensibilidad de este recurso radica en que es la “puerta de entrada”, el primer servicio de la compleja red de 

servicios de asistencia social, judicial y policial a disposición de las víctimas de VdG, es el primer umbral que 

las mujeres que sufren violencia deben traspasar. No olvidemos que el derecho a la información es el elemento 

previo que posibilita el ejercicio del resto de los derechos reconocidos en la Ley Integral. 

El 016 no sólo es crítico para poner en funcionamiento la maquinaria estatal de lucha contra la violencia de 

género, sino que el número de llamadas que recibe y atiende es igualmente importante. Desde su creación en 

2007 ha atendido a más de 781.730 llamadas pertinentes, según las estadísticas publicadas por la Delegación 

de Gobierno. 

Tabla 10: Volumen anual de llamadas pertinentes al 016 

Año 
Número de  

llamadas pertinentes 

2007 15.715 

2008 74.951 

2009 68.541 

2010 67.696 

2011 70.679 

2012 55.810 

2013 58.274 

2014 68.651 

2015 81.992 

2016 85.318 

2017 77.796 

2018 56.307 

Fuente: Portal estadístico de la Delegación de Gobierno para la VdG 
http://estadisticasviolenciagenero.igualdad.mpr.gob.es/ (consultado el 2/11/2018) 

El 016 está estructurado en dos servicios. El servicio de información está organizado en turnos, ya que funciona 

las 24 horas y todos días del año. El servicio jurídico atiende de lunes a viernes, de 9 a 21 horas y los fines de 

semana y festivos de las 12 a las 20 horas. No se trata de un servicio de urgencias o emergencias y atiende de 

forma anónima las consultas de cualquier persona en relación a un caso de violencia de género.  

El proceso de externalización del 016 tiene varios puntos en común con el del Centro COMETA. El Servicio 016 

fue externalizado desde su creación en 2007, sus procesos de licitación se pueden consultar en la Plataforma 

de Contratación del Sector Público40. Hasta 2018 la empresa QUALYTEL41 prestó el servicio ininterrumpida-

mente a través de varios contratos concatenados. Igual que en COMETA, el interés de las empresas en el 

contrato ofertado por la administración fue decreciendo hasta tocar fondo en 2017. La principal diferencia 

entre estos dos procesos de externalización radica en que a la licitación de 2017 sólo concurrió la empresa 

http://estadisticasviolenciagenero.igualdad.mpr.gob.es/
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ATENZIA42, a quien se le adjudicó en abril de 2018 un contrato de un año de duración43, verificándose la posi-

bilidad siempre presente en las externalizaciones de un cambio de empresa. QUALYTEL no llegó siquiera a 

presentarse a la licitación por falta de interés económico en el contrato, abandonando el servicio. Durante el 

último año, trabajadoras y sindicatos han intensificado la labor de denuncia frente a la opinión pública del 

deterioro en las condiciones de trabajo del 016.  

El 016 es, pues, un recurso particularmente estratégico para las políticas de violencia de género, tanto cua-

litativamente, por el carácter catalizador del derecho a la información, como cuantitativamente por el vo-

lumen de casos que atiende y por las denuncias de precarización del servicio y del empleo realizadas por las 

trabajadoras tras el cambio en la empresa adjudicataria del contrato. Por ello nos detendremos a analizar 

los problemas que ha generado en la calidad del empleo y en la calidad del servicio su gestión externalizada, 

en un estudio de caso complementario al del Centro COMETA y que nos permitirá encontrar similitudes y 

diferencias. 

a. Primer problema: La falta de especialización de las empresas adjudicatarias en VdG 

No nos detendremos mucho en este apartado, ya que lo planteado para el caso del Centro COMETA es aplica-

ble también al 016. Los pliegos de la licitación, por su parte, no exigían ningún tipo de alineamiento o conso-

nancia con los objetivos de la política pública o, dicho de otra forma, de especialización en materia de violencia 

de género. Ninguna de las dos empresas adjudicatarias del servicio 016 contaban con especialización en lucha 

contra la violencia de género en el momento de adjudicárseles el la prestación del servicio. QUALYTEL es una 

empresa de teleservicios y ATENZIA es una PYME de prestación de servicios del ámbito socio-sanitario que 

tiene experiencia en la gestión de otros contact centers de ese sector, no así en el ámbito de igualdad de 

género. Como en el caso del Centro COMETA, tampoco se presentaron en UTE con otras empresas especiali-

zadas en igualdad o lucha contra la violencia de género para compensar su falta de experiencia en esta mate-

ria. Se ha contratado la prestación de este servicio de violencia de género con empresas especializadas en el 

soporte tecnológico del servicio y no en su contenido, objetivos y finalidades. 

b. Segundo problema: La aplicación del Convenio de Telemarketing y la inestabilidad laboral 

Una primera consecuencia para el empleo de este modelo de gestión externalizada o indirecta es que el Ser-

vicio 016 está sujeto al Convenio Colectivo Estatal del Sector de Contact Centers, anteriormente denominado 

“de telemarketing”. ¿Por qué aplicar un convenio del sector de telemarketing a un servicio público de atención 

a la violencia de género? La respuesta a este interrogante es que el Convenio aplicable no está relacionado 

con el contenido de la política pública (más cercano al Convenio de Intervención Social) sino con el del sector 

de operación de la empresa adjudicataria y que así lo establecen explícitamente los Pliegos Técnicos de la 

licitación. Consecuencia de esta lógica, se aplica a un servicio de información y asesoramiento jurídico espe-

cializado en violencia de género el convenio relacionado con el soporte tecnológico en el que se presta el 

servicio, telefónico principalmente. Esto tiene un fuerte impacto en la calidad del empleo y, por ende, para la 

calidad y especialización del servicio que iremos desarrollando en este estudio de caso. 

El sector de telemarketing o contact centers se caracteriza, en su conjunto, por una gran precariedad, entre 

otros motivos, por la práctica extendida de contratación temporal en base a “campañas” donde además el 

grueso de las plantillas está contratado bajo la categoría profesional de operadoras/es y consideradas personal 

no cualificado. A esto se suman difíciles condiciones de trabajo que incluyen turnos y trabajo nocturno para la 

prestación ininterrumpida de los servicios, prácticas abusivas de control de la productividad, medios de tra-

bajo precarios y espacios físicos insalubres o ubicados en lugares distantes de los lugares de vida de las y los 

trabajadores y en ocasiones peligrosos en horarios nocturnos, entre otras.  
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Es característico del Convenio de Contact Centers la clasificación que realiza de la plantilla en “personal de 

estructura” y “personal de campañas” (Artículos 12, 13 y 14). Esta clasificación se deriva de un reconocimiento 

que las partes firmantes del Convenio hacen de los problemas de temporalidad y rotación del personal en el 

sector. El Convenio define al personal de estructura como aquel que realiza actividades de gestión interna 

dentro de la empresa y que son de carácter permanente, estableciéndose un mínimo de contratación indefi-

nida del 60%. El “personal de operaciones” se define, en contraposición, como aquel que realiza su trabajo en 

campañas y/o servicios que las empresas prestan para un tercero. Aquí el Convenio establece una cuota del 

40% de contratación indefinida, que aumentará al 50% para el año 2019. Pero estas buenas intenciones en 

materia de estabilidad laboral topan con un límite: el cambio en la empresa que presta el servicio, ya que 

este convenio no tiene cláusula de subrogación. La adjudicación del servicio se realiza en régimen de con-

currencia competitiva, pero ¿qué sucede si no gana la misma empresa que prestaba el servicio? 

La inestabilidad en el empleo es inherente al modelo de externalización del servicio utilizado en este caso, ya 

que se gestiona un servicio público de naturaleza indefinida mediante sucesivos contratos de corta duración 

con empresas mercantiles que repercuten en el empleo. Si comparamos las características del empleo público 

que se generaría si la administración gestionara de forma directa este servicio, llegamos rápidamente a dos 

conclusiones. La primera de ellas es que la administración pública tiene una obligación de prestar este ser-

vicio de carácter indefinido, mientras que la empresa adjudicataria del servicio tiene un título legal temporal 

de corta duración para prestar el servicio. La administración pública tiene herramientas legales para generar 

estabilidad en el empleo, mientras que las empresas privadas ajustan sus plantillas al volumen de negocio, 

aunque con los límites establecidos en el Convenio Colectivo aplicable. 

La subrogación del personal sí fue introducida por la administración en los Pliegos Técnicos de las sucesivas 

licitaciones “en los términos previstos en la legislación aplicable y en el Convenio Colectivo de Ámbito Estatal 

del Sector de Contact Center”. Sin embargo este Convenio no contiene una cláusula de subrogación del per-

sonal en caso de cambio de empresas en la prestación del servicio, como sí lo hace el Convenio de Seguridad 

que rige las relaciones laborales en COMETA. La figura del Convenio de Contact Center es mucho menos ga-

rantista, ya que su artículo 18 establece que la nueva empresa adjudicataria incorporará a todo el personal de 

la plantilla de la empresa saliente “al proceso de selección de la nueva plantilla”, sin garantías de ser efectiva-

mente reclutados ni de que sus condiciones de trabajo y derechos adquiridos se mantengan.  

Tabla 11: Cláusula de subrogación  

Pliegos técnicos 2018 Convenio colectivo Contact Center 

Apartado 3.2: “La empresa adjudicata-

ria subrogará a los efectivos que inte-

gran la plantilla del servicio del contra-

tista saliente en la forma y con las con-

diciones existentes en el momento de la 

adjudicación en los términos previstos 

en la legislación aplicable y, en su caso, 

en el Convenio Colectivo de Ámbito Es-

tatal del Sector de Contact Center” 

Artículo 18: “Cuando finalice la campaña o servicio contratado 

como consecuencia de la extinción del contrato mercantil44 que 

la fundamentaba y la empresa principal volviera a sacar a con-

curso otra de características similares o semejantes a la finali-

zada, la empresa contratista de Contact Center, si fuera distinta 

a aquella que tuvo adjudicada la anterior campaña o servicio, 

vendrá obligada a: 1) Incorporara a todo el personal de la plan-

tilla correspondiente a la campaña o servicio finalizado, al pro-

ceso de selección para la formación de la nueva plantilla (…)” 

Fuente: Pliegos Técnicos de 2018 y el Convenio Colectivo de Contact Center (el subrayado es nuestro) 
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En esta falta de consonancia entre los Pliegos Técnicos y el Convenio Colectivo, ¿qué ha pasado con la estabi-

lidad en el empleo del personal del 016? ¿qué impacto ha tenido el cambio de empresa en la estabilidad 

laboral? Un análisis comparativo de los datos de la plantilla del 016 volcados en los pliegos técnicos de la 

licitación de 2015 y de la última, de 2017, revela irregularidades en la gestión del personal mientras QUALYTEL 

gestionó el servicio. Por una parte, en 2015 sólo el 19% de las 21 trabajadoras en plantilla era indefinido, un 

porcentaje muy por debajo de los porcentajes de contratación indefinida establecidos por Convenio Colectivo. 

Por otra, el 62% de esa plantilla fue dado de alta en el servicio en el año de creación del mismo, en 2007. Dicho 

de otra forma, el 62% de la plantilla había trabajado en el 016 durante cinco años sin consolidar un contrato 

indefinido, en flagrante fraude de ley. Fruto de varias demandas, en enero de 2018 el panorama había cam-

biado drásticamente: el 100% de las 24 trabajadoras en plantilla con contratos indefinidos. De esta plantilla, 

14 trabajadoras estaban de alta en el Servicio 016 desde el año en que se creó, el 2007, de modo que un 

58% de la plantilla no había rotado. La rotación del personal ha sido, por tanto, sustancialmente menor que 

en COMETA pero las trabajadoras han perdido sus derechos de antigüedad con el cambio de empresa. 

Tabla 12: Comparación de la estabilidad de la plantilla en diciembre de 2015 y enero de 2018 

Plantilla según  

pliegos de licitación 

Número de trabajadoras Número de trabajadoras 

con contrato indefinido 

% 

Abril 2015 21 4 19% 

Enero 2018 24 24 100% 

Fuente: Tabla de efectivos de los Pliego de Licitación de abril de 2015 y de enero de 2018 

Pero ATENZIA, la empresa que actualmente presta el servicio, ha puesto el contador de la antigüedad a cero 

aplicando el artículo 18 del Convenio Colectivo de Contact Center. Ha incorporado a su plantilla a la mayoría 

del personal experimentado que venía prestando el servicio para QUALYTEL, pero con contratos temporales 

por obra o servicio suscritos a partir de junio de 2018. Con esta actuación, las trabajadoras no sólo han perdido 

la antigüedad, sino que han podido comprobar su vulnerabilidad en caso de cambio de empresa ya que 

QUALYTEL sólo estaba obligada a incorporarlas al proceso selectivo de la nueva plantilla. Por añadidura, han 

perdido los derechos a la representación sindical en un momento especialmente sensible. Esto se debe a que, 

a la fecha de realización de este informe, ninguna de ellas contaba con los 6 meses de antigüedad en la em-

presa requeridos por el Estatuto de los Trabajadores para ejercer la representación sindical. 

 La nueva empresa adjudicataria podría también haber optado por asignar al 016 a personal de la empresa no 

especializado en VdG o por contratar a personal nuevo, ya que su obligación de subrogación establecido en 

los Pliegos se ve limitada por el Convenio de Contact Centers a incorporar al personal de la empresa saliente 

en el proceso de selección. Aquí vemos al desnudo las consecuencias para la estabilidad en el empleo de este 

modelo de externalización, agravado por la aplicación de este Convenio Colectivo. 

c. Tercer problema: El encubrimiento de trabajo cualificado en categorías laborales no cualificadas 

El problema de la calidad del empleo en el 016 bajo gestión externalizada no se limita a la incertidumbre sobre 

la continuidad de la empresa prestadora de servicios y sus efectos en el empleo, sino que también tiene una 

estrecha relación con el Convenio Colectivo aplicable, sus categorías y condiciones de trabajo.  
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Las categorías profesionales del Convenio de Contact Centers están estructuradas en cuatro grupos, siendo el 

A el más cualificado y el D el menos cualificado, y en 11 niveles distribuidos en estos grupos. En enero de 2018 

la clasificación de la plantilla del 016, compuesta en su totalidad por mujeres, era la siguiente: 

Tabla 13: Grupos, categorías profesionales y salarios de la plantilla del 016 a enero 2018 

Grupo Denominación  

del grupo 

Nivel/ 

Categoría 

Denominación 

de la categoría 

Número de 

trabajadoras 

Salario bruto  

mensual45 

A Dirección y mandos 

superiores 

1 y 2 Directivo/a 

Jefe/a de Área 

0 0 € 

B Personal técnico 4 Titulado/a  

superior 

8 1.618 € 

C Personal técnico  

en informática 

6 Programador/a  

junior 

1 1.216 € 

D Administración  

y operación 

8 Agente de calidad 1 1.103 € 

9 Gestor/a telefónico 14 1.064 € 

    TOTAL: 24  

Fuente: Pliegos Técnicos 2018 

El personal técnico de nivel 4 corresponde a las 8 abogadas del servicio de asesoría legal, reconocidas como 

“titualdas unviersitarias”. Las “gestoras telefónicas” trabajan en el servicio de información y son personal 

no cualificado sin titulación académica, si bien muchas de las trabajadoras que ocupan estos puestos la 

tienen. Así las abogadas del servicio de asesoría legal devengan un salario bruto un 34% mayor que las res-

ponsables del servicio de información. Esto contraviene los Pliegos Técnicos de la última licitación, que definen 

como servicios especializados tanto el de información como el de asesoría jurídica. En el apartado 3 “Descrip-

ción y características del servicio”, la administración establece las características del 016, entre ellas la “aten-

ción profesional” definida así: “El equipo que presta el servicio está constituido por profesionales con forma-

ción especializada en materia de violencia de género, encargado de la atención de las consultas que se realicen 

al servicio 016 y que serán atendidas de conformidad con los protocolos facilitados por la Delegación de Go-

bierno para la Violencia de Género”. ATENZIA misma es consciente de que las trabajadoras que prestan los 

servicios jurídicos y de información son ambas cualificadas, ya que en su página web46 dice que el 016 está 

prestado “por un equipo multidisciplinar de profesionales de la psicología, el trabajo social, el derecho y 

expertos en igualdad”, como es efectivamente el caso. El siguiente gráfico nos permite ver la clasificación 

profesional de la plantilla del 016 según los Pliegos Técnicos de la última licitación, de 2018. 

Tabla 14: Número de trabajadoras por grupo profesional 
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Pues bien, esta plantilla carece personal directivo y cuenta con amplia base de personal no cualificado del 

grupo D. ¿Es esta clasificación profesional acorde al Convenio Colectivo aplicable? El Convenio (art 35) esta-

blece que la clasificación profesional se realiza ponderando los siguientes factores: “conocimientos, iniciativa 

y autonomía, complejidad, responsabilidad, capacidad de dirección, titulaciones”. Establece también (art 37) 

que el personal técnico de nivel B es aquel que “para el desarrollo de sus funciones debe tener una cualifica-

ción profesional en las técnicas propias del trabajo específico que desarrollan. Se incluyen en este grupo las 

personas con titulaciones superiores, titulaciones medias y personal en prácticas”. El personal del servicio de 

información del 016, sin embargo está en el grupo profesional D. A esta categoría pertenecen “las personas 

que utilizando los medios operativos e informáticos, ejecutan de forma habitual las funciones propias admi-

nistrativas de la empresa. Pertenecen a la operación las personas encargadas de realizar tareas de operación 

del Contact center, atendiendo o gestionando las llamadas (…)”. ¿Utilizar el teléfono como herramienta de 

trabajo es sinónimo de que se trata de un trabajo no especializado? 

Mientras las abogadas están consideradas personal técnico, las responsables del área de información son per-

sonal administrativo. Esto contraviene los Pliegos Técnicos de la licitación, que requieren una atención al pú-

blico especializada, sin distinguir entre el servicio de información y el de asesoría legal, ambos considerados 

por los Pliegos “dos departamentos especializados” (apartado 3.1.A. Estructura del servicio 016). Por añadi-

dura, la mayoría del personal adscrito al servicio de información, cuenta con titulación universitaria, aspecto 

que fue valorado en los procesos de selección. ¿Es, pues, un trabajo no cualificado? Al contrario, una trabaja-

dora plantea que “este servicio es bastante complejo porque no le estas mirando a la cara, tienes que inter-

pretar el tono de voz, tienes que valerte mucho de tu discurso… no tienes un feedback”. Así define otra traba-

jadora la complejidad e importancia de su trabajo: 

“El 016 es el primer paso que ellas pueden dar, es el primer paso que debe dar la mujer. Yo siempre les 

digo que no se va a solucionar la violencia de género con una llamada, pero es la primera puerta, ellas 

tienen que dar luego el segundo paso. Creo que el 016 es importante. Nosotras no hacemos terapia ni 

nada que se le parezca pero sí nuestra labor es de enganchar a las mujeres para que salgan del círculo de 

la violencia. Es complicado, no es fácil. La mayoría no se reconoce como víctima cuando las atendemos 

aquí en el 016. Tienes que aprovechar el poco tiempo de que dispones antes de que te cuelguen, para 

engancharlas, para hacerles tomar un poco de conciencia de qué es lo que están viviendo, de qué es lo 

que está pasando y cómo la podemos ayudar, de que no están solas y que necesitan ayuda. Tienes que 

aprovechar la ocasión que brinda la llamada, yo siempre les digo: “no me cuelgue, hablemos un poco”. Y 

muchas responden “es que no le quiero molestar”. “No me molestan estoy aquí para esto”, les digo yo. 

Cuando logramos engancharlas y que por lo menos crearles la duda de que lo que están viviendo no es 

normal, que no debería ser así, es para mí una satisfacción. ¡No tiene nada que ver con el trabajo de una 

teleoperadora!” 

Considerar al personal de información del 016 como personal no cualificado del grupo D genera un gran ahorro 

en costos laborales. Según el Convenio Colectivo aplicable, una gestora telefónica cobra un 34% menos que 

una titulada superior. 

Las condiciones de trabajo de las gestoras telefónicas del servicio de información del 016 no sólo admiten 

comparación con otras categorías más cualificadas y acordes a la complejidad del puesto del propio Convenio 

Colectivo de Contact Center. Por la naturaleza del servicio que presta el 016, podría aplicarse también el Con-

venio de Intervención Social. Este convenio no tiene la categoría de gestor/a telefónica y una trabajadora 

social o psicóloga que aplicase sus conocimientos al puesto – como es el caso del servicio de información del 
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016 - ganaría un salario base un 27% mayor del que cobran actualmente estas tituladas universitarias. Si la 

administración pública prestase este servicio directamente, se aplicaría a estas relaciones laborales el Conve-

nio Único del Servicio Público y estas trabajadoras estarían dentro de los grupos profesionales 1 ó 2. Una 

psicóloga ganaría un salario base bruto un 46% mayor y una trabajadora social un 34% mayor del que cobran 

actualmente como gestoras telefónicas. Por añadidura, su jornada laboral sería de 35 horas semanales. 

Tabla 15: Comparación de categorías y condiciones laborales en varios Convenios 

Convenio  

colectivo 

Grupo  

profesional 

Denominación  

del puesto 

Salario base bruto  

mensual47 (2018) 

Jornada  

laboral 

Contact Center 9 Gestor/a telefónica 1.081,07 € 40 horas/semana 

Intervención social 

1 Psicóloga, Trabajadora 

Social, Educador/a Social  

(o análogos) 

1.479,14 € 40 horas/semana 

Único de la AGE 

1 Psicóloga 1.982,00 € 35 horas/semana 

2 Trabajadora Social,  

Educador/a Social  

(o análogos) 

1.640 € 35 horas/semana 

Fuente: 

En fin, el costo de la externalización recae en las trabajadoras, que podrían tener mejores condiciones labora-

les si la administración exigiese la aplicación del Convenio de Intervención Social, si prestase directamente el 

servicio o incluso si se exigiese la aplicación de las categorías de personal cualificado del propio Convenio de 

Contact Center actualmente en aplicación. Habida cuenta del impacto de la calidad del empleo en la calidad 

del servicio, este debería ser un tema de reflexión para la administración. 

d. Cuarto problema: La gestión del 016 como un servicio de telemarketing 

Según establece el Convenio Colectivo de Contact Centers en su artículo 11, la organización del trabajo es una 

“facultad exclusiva de la dirección de la empresa”, orientada a lograr los niveles óptimos de “productividad, 

eficiencia, calidad y condiciones de trabajo”. QUALYTEL implantó en el 016 un sistema de evaluación del 

desempeño de las trabajadoras y de control de la calidad propio de los call centers. Aunque lo implantaron 

con algo más de flexibilidad que Securitas Direct para el caso del Centro COMETA, igualmente las trabajadoras 

se quejan de su inadaptación a la gestión de un servicio de violencia de género. 

Sí, ellos reflejan estos resultados pero en ningún momento se presta atención a la calidad del servicio, a 

cómo se ha gestionado. Es más importante que no se pierdan llamadas, que es importante, pero no lo es 

todo. Con la anterior empresa nosotras teníamos evaluaciones mensuales en las cuales se nos evaluaba en 

base a tres llamadas que escuchaban aleatoriamente y hacían una valoración, pero no en torno al servicio 

que estabas prestando sino tiempo de gestión de las llamadas, cómo formulabas las preguntas, si hacías 

una reformulación, es decir, “es que a mí, mi marido me pega con un palo”, reformulación “¿entonces me 

está queriendo decir que su marido le pega con un palo?”. Ibas sumando puntos si hacías estas cosas.  
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Eran todas valoraciones de telemarketing, no tenían nada que ver con temas de violencia de género, ni se 

acercaba. Pero llamadas de este tipo, donde entra mucho la subjetividad no sólo de la usuaria sino de la 

persona que te está atendiendo y donde, yo siempre lo digo, es como hacerle un traje a medida a cada 

mujer. Por más que los casos sean muy parecidos, lo que te puede servir con una no te vale con la otra. Lo 

que tú tienes que gestionar en una llamada es imposible de estandarizar. Sí, evidentemente tenemos un 

protocolo que es necesario y sobre todo en las emergencias, lo debemos respetar, también hay una norma-

tiva de confidencialidad, etcétera…. Pero ella te está hablando de su vida.  

Ellos lo que pretenden es que te conviertas en una operadora de telemarketing, hagas determinadas pre-

guntas, no te alargues demasiado, la sonrisa que le llaman ellos…. Al final estás más pendiente de todas las 

cosas formales que te están imponiendo que de lo que te está contando la mujer. Y ya no te digo si te estás 

excediendo en el tiempo… ¿pongo en juego mi evaluación o la atención que le estoy dando a la mujer? Yo 

priorizo la atención, pero por el otro lado te encontrabas con tener que dar explicaciones, de por qué hiciste 

esto, por qué te excediste, por qué no reformulaste… 

Y que hablemos como si fuéramos máquinas y que tratemos a las mujeres también como si fueran máqui-

nas, porque las deshumanizamos de esa forma. La mujer tal vez en esa situación en que se encontraba no 

era capaz de pensar por sí sola en qué momento se iba a encontrar sola y yo debía hacérselo ver. Pero está 

tan mal gestionado todo que da igual el servicio que tú prestes o con la profesionalidad que lo hagas porque 

los parámetros son otros. 

La nueva empresa, ATENZIA, no ha puesto en marcha aún procesos de evaluación del desempeño de las tra-

bajadoras ni de control de calidad de la atención que presta el 016. Hay, por tanto, una oportunidad para que 

se pongan en juego criterios de gestión de la calidad apropiados a un servicio público especializado en violencia 

de género como es el 016 aunque las trabajadoras temen que se repitan los mismos errores. 

e. Quinto problema: Seguridad y salud laboral 

“Es una responsabilidad muy grande, las mujeres mueren realmente por violencia de género y a muchas les 

hemos atendido. Estamos siempre pendientes si alguna mujer muere, de saber de dónde era, qué día suce-

dió, si llamó al 016… Esto genera estrés y ansiedad” 

Al igual que las trabajadoras de COMETA, las del 016 consideran que su trabajo es de una gran responsabi-

lidad y distinto del de una teleoperadora al uso por razón de la problemática que aborda, la violencia de 

género. Muchas de ellas tienen una fuerte identificación con los valores de igualdad de género y les produce 

satisfacción trabajar en un servicio de atención a la violencia de género. “Me gusta mi trabajo”, nos dice una 

de ellas. No obstante su motivación, califican el trabajo de estresante, tanto por la carga emocional de trabajar 

en violencia de género, como por las condiciones de trabajo, que se han degradado con el cambio de empresa.  

No olvidemos, además, que el servicio de información del 016 trabaja a turnos 24 horas al día 365 días al 

año, lo que implica condiciones de trabajo aún más duras, riesgos añadidos a la salud laboral y necesidades 

diferentes en cuanto a la seguridad. “En el turno de noche es peor”, relata una trabajadora, “es mucho más 

desgastante todo. Vas contra el reloj biológico. El agotamiento es importante, lo notamos todas que perde-

mos la memoria, no sabes qué día es hoy, si ayer trabajaste, no te acuerdas…. Vas a contracorriente, hay 

pérdida de conciencia del día en que estás”.  
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Las trabajadoras han denunciado públicamente la inadecuación de la infraestructura donde prestan el servicio 

desde el cambio en la empresa adjudicataria, tanto en términos de seguridad como de salubridad. En un pri-

mer momento las ubicaron en el Polígono Marconi. “Hemos peleado porque nos pusieron en un local rodeadas 

de proxenetas y prostitución. Nos hemos movido en los medios y hemos conseguido que nos saquen de allí, 

porque era bastante peligroso, sobre todo para las compañeras del turno de noche. Aquello era terrible, pero 

lo de ahora… es espantoso”. Ni primer local en el Polígono Marconi ni el nuevo local cuentan con un servicio 

de seguridad. “El local donde trabajamos actualmente es denigrante. Está sucio, no tenemos seguridad, no 

tenemos ni muebles, están las carpetas tiradas por el suelo….”. “Nunca he trabajado en un sitio peor. Antes 

nos venían a visitar de todo el mundo, éramos un referente. Ojalá viniera alguna de esas visitas ahora y viera 

en qué condiciones trabaja el 016”, plantea una trabajadora. Las trabajadoras se sienten impotentes y aban-

donadas a su suerte por la empresa y por la Delegación de Gobierno: “En psicología se llama indefensión 

aprendida. Aprendimos que hagamos lo que hagamos no conseguimos nada”. 
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CONCLUSIONES: CONSECUENCIAS DE LA EXTERNALIZACIÓN  

PARA LA CALIDAD DEL EMPLEO Y DEL SERVICIO PÚBLICO 
¿Qué consecuencias tiene la externalización de los servicios públicos de violencia de género en la calidad del 

empleo y en la calidad del servicio público? Estas son las conclusiones a las que llegamos a partir de los estu-

dios de caso del 016 y de COMETA. 

1. Primera conclusión: La externalización precariza el empleo femenino 
A lo largo de este informe hemos revelado cómo la externalización es un factor de precarización del empleo 

en los dos servicios públicos estudiados, femenino en su inmensa mayoría. Primero, la temporalidad del 

vínculo entre la administración pública y el agente externo que presta el servicio público impacta negativa-

mente la estabilidad en el empleo de las trabajadoras y dispara la contratación temporal. Segundo, los Conve-

nios Colectivos aplicables establecen condiciones de trabajo peores que si el empleador fuera la Administra-

ción General del Estado. Tercero, las empresas recurren abusivamente a categorías profesionales no cualifica-

das para sostener el servicio, ahorrando en costos laborales a espaldas de las trabajadoras. 

Que el trabajo se realice a través de tecnologías de la información como es el teléfono, no es sinónimo de que 

se trate de trabajo no cualificado. Como se ha ilustrado ampliamente en este informe, tanto el grado de com-

plejidad como de responsabilidad de los trabajos de atención a las usuarias de estos servicios requiere de 

personal cualificado o no se cumplirán los estándares de especialización requeridos por los propios Pliegos 

Técnicos que rigen estos contratos. Se está encubriendo trabajo cualificado bajo categorías profesionales no 

cualificadas, aprovechando que el empleo en violencia de género es un circuito laboral precario donde tienen 

pocas alternativas y beneficiándose asimismo de la cualificación previa y motivación del personal, que a fin de 

cuentas sostiene los servicios. 

2. Segunda conclusión:  

La externalización fragmenta las condiciones de trabajo en los servicios públicos 
No sólo la externalización precariza el empleo, también fragmenta las condiciones de trabajo del sector pú-

blico y la negociación colectiva. Como hemos visto, las relaciones laborales en los servicios externalizados que 

hemos estudiado se rigen por los Convenios Colectivos del sector de actividad principal de la empresa contra-

tada, en el caso del Centro COMETA el Convenio de Empresas de Seguridad y en el caso del 016 el Convenio 

de Contact Center. No se aplica, pues, el Convenio Único de la AGE que rige las relaciones laborales de la 

administración pública titular de estos servicios con sus trabajadoras y trabajadores. Las consecuencias son de 

la mayor relevancia sindical. Por un lado, se fragmenta la negociación colectiva en los servicios públicos. Por 

otro, se fragmentan las condiciones laborales mismas de los servicios públicos, generándose un cuerpo de 

trabajadores y trabajadoras en los servicios públicos externalizados no amparado por las garantías del empleo 

público y en peores – y dispares - condiciones laborales. Se genera así un modelo dual de empleo en los servi-

cios públicos, discriminatorio para las y los trabajadores de los servicios públicos externalizados. 

3. Tercera conclusión: La externalización no es sinónimo de calidad 
Hemos impugnado a lo largo de este informe, a partir de un sólido material empírico, la ecuación “externali-

zación = calidad”. Asociar externalización con aumento de la calidad de los servicios públicos por razón de la 

mayor especialización y capacidad de dirección de las empresas es una idea preconcebida que no está basada 

en evidencias empíricas. Primero, los procesos de gestión de la calidad en los dos servicios analizados corres-

ponden al ámbito de los call centers privados, cuyos objetivos distan mucho de los de un servicio de atención 
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a la violencia de género. Estos criterios no son pertinentes para la gestión de un servicio público en violencia 

de género. Además, los sistemas de gestión de la calidad y de la productividad implementados han tenido un 

impacto negativo en el clima laboral, en la salud laboral y chocan, además, con la ética profesional de la inter-

vención social en violencia de género. Segundo, en el análisis de la solvencia técnica y profesional y en la 

valoración de las ofertas ha primado una visión de la especialización de las empresas centrada en el soporte 

tecnológico del servicio y no en violencia de género. Así las cosas, las empresas que están prestando estos 

servicios públicos no están especializadas en violencia de género y sus objetivos empresariales no están ali-

neados con los objetivos de las políticas públicas. La atención a las víctimas de violencia de género queda, 

pues, en manos de agentes no especializados que encuentran nuevas oportunidades de negocio en la exter-

nalización de los servicios públicos.  

4. Cuarta conclusión: La externalización tampoco es sinónimo de eficiencia 
La ecuación “externalización = eficiencia” tampoco queda probada en estos casos. No tenemos constancia de 

que en los dos casos analizados antes de llevar a cabo la externalización se haya analizado previamente el 

costo que hubiera tenido la prestación directa del servicio. Tampoco hay constancia de que se hayan incluido 

los costos de una adecuada planificación, control y evaluación de estos servicios externalizados por parte de 

la administración como parte de los costos de la externalización. Así que no podemos comparar la estructura 

de costos de la prestación directa del servicio con respecto a la externalización. Por otra parte, no hubo una 

real concurrencia competitiva en estas licitaciones que permitiese a la administración contratar el servicio al 

menor precio. Prueba de ello es que en los dos últimos procesos de licitación del Centro COMETA y el 016, 

sólo concurrió una empresa que resultó adjudicataria. Por último, y quizás más preocupante, las empresas 

ahorran en costos laborales al categorizar al personal que sustenta estos servicios como operadoras no cuali-

ficadas, lo que desde UGT no nos parece legítimo y no es tampoco legal. El encubrimiento de trabajo cualifi-

cado bajo categorías no cualificadas, lo que hemos denominado “plantilla low cost”, supondría un falsea-

miento del análisis comparativo del costo de prestar el servicio de forma directa. 

5. Quinta conclusión:  

El control que ha realizado la administración pública ha sido insuficiente 
A estas alturas las y los lectores se estarán preguntando por la responsabilidad de la administración pública 

en el devenir de estas externalizaciones. Pues bien, licitar y contratar los servicios no es suficiente para que la 

administración que ostenta la titularidad de un servicio público externalizado cumpla con sus obligaciones 

legales. La administración pública titular de estos servicios debe hacerse cargo de las funciones de planifica-

ción, control y evaluación, tareas que debe llevar a cabo con la debida diligencia. Esta tarea requiere la asig-

nación de recursos económicos y humanos, así como el establecimiento y ejecución sistemática de una po-

lítica de control de los contratos suscritos con criterios acordes a la gestión de un servicio público de violen-

cia de género, que incluya el control de la calidad del empleo y de la calidad del servicio.  

6. Sexta conclusión: La externalización limita el ejercicio  

de los derechos de las mujeres víctimas de violencia de género 
Esta forma de gestionar los servicios públicos pone trabas al ejercicio efectivo de los derechos de las mujeres 

víctimas de violencia de género. Los compromisos internacionales del estado español requieren que los 

poderes públicos actúen con la debida diligencia en la promoción y protección de los derechos humanos de 

las mujeres. La pregunta clave para avanzar en la buena dirección es ¿cuál es la mejor manera de organizar 

los servicios públicos para que las mujeres puedan hacer efectivo su derecho a una vida libre de violencias?  
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PLAN DE ACCIÓN SINDICAL:  

CALIDAD EN EL EMPLEO, CALIDAD EN EL SERVICIO 
Desde UGT consideramos que tanto las trabajadoras de estos servicios como las mujeres a las que atienden 

son importantes y merecen tanto empleos de calidad, cuanto servicios públicos de calidad. Por ello: 

1. Exigimos la prestación directa por parte de la administración pública del 016 y 

de COMETA 
Habida cuenta de la precariedad laboral y de la falta de garantías de calidad de estos servicios, exigimos que 

la administración general del estado inicie de inmediato el proceso conducente a su prestación directa en 

cuanto concluyan los contratos ya suscritos.  

En este lapso de tiempo, la administración podrá planificar la nueva modalidad de prestación directa de estos 

dos servicios, generar las capacidades institucionales necesarias, proveer los puestos de trabajo y asignar el 

presupuesto necesario.  

2. Proponemos medidas transitorias para el control de los contratos ya suscritos 
 La Delegación de Gobierno debe ejercer la función de control de los contratos suscritos para la pres-

tación de estos servicios públicos establecida en la Ley de Contratación del Sector Público vigente. 

Para ello será imprescindible designar los recursos y establecer las directrices necesarias. 

 Crear de una Comisión de Control de las Externalizaciones dentro del Observatorio de Violencia de 

Género, en tanto órgano de participación creado por la Ley Integral, que promueva la evaluación del 

impacto en la calidad en el empleo y en la calidad de los servicios de los procesos de externalización 

en marcha, así como la publicación de sus resultados. 

 Garantizar que los servicios se presten por personal cualificado en violencia de género, categorizado 

y remunerado como tal. Se debe recategorizar al personal de manera que no se encubran trabajos 

cualificados bajo categorías profesionales no cualificadas. Se debe verificar también que el personal 

directivo y los mandos medios sean especialistas en violencia de género. El personal a cargo del control 

de la calidad del servicio debe ser también especialista en violencia de género. 

 Replantear la evaluación del desempeño del personal bajo criterios acordes a los estándares profe-

sionales de intervención en violencia de género y a los estándares de calidad de los servicios públicos 

en esta materia y no de los call centers privados. 

3. Necesitamos seguir investigando  
Los hallazgos de esta investigación son sólo la punta del iceberg de una problemática más amplia, la calidad 

del empleo y la calidad de los servicios públicos de violencia de género. La segunda fase de este proyecto 

de investigación requerirá incluir en el objeto de estudio la precariedad laboral en los servicios sociales de 

atención a la violencia de género que son competencia autonómica y municipal y que viene denunciando la 

Plataforma en Defensa de los Recursos de la Red de Violencia. Este será nuestro reto para 2019. 
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